XV CONGRESO NACIONAL DE DERECHO SANITARIO
 Agradezco a Raquel Murillo Solis, Jefa del Servicio jurídico de AMA por haberme invitado a participar  en este importante foro sobre derecho sanitario. Saludo al Presidente de AMA, Diego Murillo Carrasco, amigo desde hace muchos años. Felicito a la Asociación Española de Derecho Sanitario por la organización del  XV Congreso Nacional de Derecho Sanitario, que tan merecida fama fue adquiriendo con los años, y al Ilustre Colegio Oficial de Médicos de Madrid que presta su sede para el desarrollo del Congreso. 
Mi breve ponencia versará sobre el tema específico de “agresiones médicas y seguro”
Si alguno de ustedes entra en Google con la frase “agresiones a personal sanitario” tendrá en 0´27 segundos 902.000 resultados, lo que ilustra el grado de preocupación que genera las cada vez más numerosas agresiones al personal sanitario funcionario del sistema público de sanidad. Las dos primeras entradas son: “en el año 2006 se produjeron en centros médicos de Galicia 200 agresiones al personal del Sergas, casi el doble del año anterior”. “Crece un 37% las agresiones al personal sanitario catalán en 2007” 

Este problema creció de forma exponencial en los últimos años, tanto por el número de agresiones como de denuncias que el personal sanitario aconsejado y ayudado por los respectivos colegios no tienen reparo en denunciar, lo que no  pasaba hace algún tiempo en que los médicos eran muy remisos a denunciar cualquier agresión física o verbal.
Yo, como fiscal, aconsejo denunciar siempre la comisión de cualquier infracción penal, como una de las formas  más importantes de luchar contra el delito, pues si no hay noticia criminis no puede haber represión, teniendo los agresores la sensación o, incluso la ilusión, de impunidad de sus conductas delitivas.
Cuando la medicina en España ha alcanzado cotas de gran calidad debido a la inmejorable formación de la profesión médica, la atención generalizada a toda la población y la gratuidad es paradójico que las agresiones sean cada vez más frecuentes. 
Considero muy interesante el informe al Parlamento Catalán hecho por el Sindic sobre causas y posibles soluciones a este problema de violencia en la sanidad:

Agresiones al personal sanitario y no sanitario
(Informe al Parlamento. 2007)
En el último año han aumentado los casos de violencia, tanto física como

verbal, por parte de los usuarios y sus acompañantes o familiares hacia el

personal sanitario y no sanitario que los atiende, tanto en centros de atención

primaria como en hospitales públicos. Ante esta situación, el Síndic ha

considerado oportuno abrir una actuación de oficio (A/O 03415/07) para

conocer cuál es el estado actual de la situación y para valorar la efectividad

del protocolo que el Instituto Catalán de la Salud elaboró, con la finalidad de

estudiar y proteger la situación del profesional que trabaja en la

Administración sanitaria.
Y es que el problema lo merece, puesto que, según datos de la Organización

Internacional de Trabajo, el 25% de las agresiones que se producen en el

entorno laboral lo son dentro del ámbito sanitario. El incremento de casos de

los últimos años ha hecho que estos tipos de agresiones hayan pasado de ser

considerados casos aislados a ser un problema realmente preocupante al cual

es preciso prestar atención.
Las causas que pueden provocar las agresiones son diversas, pero en

cualquier caso la violencia sólo es responsabilidad de aquél que la practica,

especialmente teniendo en cuenta que en una sociedad democrática hay

medios pacíficos para poder expresar el desacuerdo.
Hay causas relacionadas con una deficiente organización o gestión del

servicio, como por ejemplo la masificación o la saturación de los centros; la

insuficiencia de recursos humanos o materiales; la burocratización de los

servicios; las largas esperas en la sala de espera; la atención lenta o la

imposibilidad de que sea inmediata; el peregrinaje del paciente de un centro a

otro o de un servicio a otro; la falta de explicación de determinadas

decisiones. En estos casos, los pacientes, los familiares o las personas que los

acompañan se consideran mal atendidos, pierden los nervios y se vuelven

agresivos.
También hay causas relacionadas con el paciente o su entorno, como por

ejemplo la angustia por la enfermedad de un familiar, la impaciencia para

esperar el turno, problemas de adicción al alcohol o a las drogas, la no

aceptación de una decisión médica (como por ejemplo no prescribir un

determinado medicamento, no entregar una baja por incapacitado temporal,

el desacuerdo con el diagnóstico o con el tratamiento prescrito).

También es cierto que, en algunos casos, algún trabajador incorrecto en el

trato hacia los usuarios y con falta de empatía o simplemente algún

trabajador inexperto con el trato al público pueden contribuir a provocar algún

conflicto.
El Departamento de Salud informó de que en noviembre de 2005 editó el

tríptico Situaciones de violencia, dirigido a los profesionales del ICS. En este

tríptico se informa sobre la existencia del protocolo de procedimiento de

prevención y actuación ante situaciones de violencia, y se dan pautas para

actuar delante estas situaciones y prevenirlas.

Las agresiones tanto al personal médico como al de enfermería pueden ser muy variadas: agresiones físicas, verbales, coacciones, amenazas, injurias o calumnias.

Lo que más nos interesa para esta breve ponencia es, fundamentalmente, ver y estudiar las agresiones físicas y las amenazas, por ser las conductas más lesivas para el personal médico, por atacar bienes jurídicos tan importantes como la vida, la integridad física, la salud física o psíquica o la libertad. 
Las agresiones físicas pueden ser constitutivas del delito del artículo 147, que son aquellas en las que la lesión requiere objetivamente para su sanidad, además de una primera asistencia facultativa, tratamiento médico o quirúrgico, o de falta que son las lesiones, de menor entidad, que no son constitutivas de delito, si bien el que cometa cuatro faltas en un año será castigado con la pena del delito.

Las faltas son castigadas con pena de localización permanente de seis a doce días  o con multa de uno a dos meses.

Los delitos están castigados con pena de seis meses a tres años de prisión.
Si estas agresiones se causan con armas, instrumentos, objetos, medios o métodos peligrosos para la vida o la salud física o psíquica, la pena es de 2 a 5 años.
En el art. 149 se agrava la pena por el resultado, de 6 a 12 años de prisión, cuando a consecuencia de las lesiones, resultare la pérdida o inutilidad de un órgano o miembro principal, o de un sentido, la impotencia, la esterilidad, una grave deformidad, o una grave enfermedad somática o psíquica.

En el art. 150 con pena de 3 a 6 años de prisión se castigan las lesiones que  causen una pérdida o inutilidad de miembro u órgano no principal, o la deformidad.

Y por último nos queda el ataque más grave contra la vida que sería la muerte, tipificada en los artículos 138, como homicidio y en el 139 como asesinato, con penas de 10 a 15 y 15 a 20 años e prisión respectivamente.
Las amenazas están tipificadas en los artículos 169 a 171 del código penal y consiste fundamentalmente en la amenaza de causar a una persona, a su familia o a otras personas, con las que esté intimamente vinculado, un mal que constituya delito de homicidio, lesiones, aborto, contra la libertad, torturas o contra la integridad moral, la libertad sexual, la intimidad, el honor, el patrimonio o el orden socioeconómico. La pena es de 1 a 5 años de prisión. Menos penadas están las amenazas de un mal que no constituya delito.
No entro en el estudio detallado de cada una de estas figuras delictivas, por no considerarlo de mayor interés a los efectos de esta ponencia.
Estas agresiones serán castigadas además como delito de atentado de los arts 550 y 551, cuando el sujeto pasivo sea autoridad, agente de la autoridad o funcionario público. 

Poco problema presenta saber quienes tienen la condición de Autoridad o agente de la autoridad. Pero  resulta más problemático saber quienes deben ser considerados funcionarios públicos a los efectos de que se aplique  esta mayor recriminación penal, que supone imponer, además de la pena por el delito de agresión, otra pena de 1 a 3 años de prisión por el delito de atentado.
 Hay una agravación para el delito de atentado si la  agresión se causa con arma u otro medio peligroso o si el autor del hecho se prevaliera de su condición de autoridad, agente de la autoridad o funcionario público, cuya pena sería de 3 años a 4 años y 6 meses.
Las conductas constitutivas de atentado del art. 550 del CP son las de acometer, emplear fuerza, intimidar gravemente o hacer resistencia activa también grave. No es fácil distinguir lo que supone acometer o usar fuerza física, pues por lo general se confunden, pues el que acomete usa fuerza física y el que usa fuerza física acomete, aunque el acometimiento no lleva necesariamente a la producción de un daño corporal. La intimidación grave se puede identificar con  las amenazas, esto es, como una vis moralis, normalmente como una amenaza de un mal grave e inmediato capaz de infundir miedo o temor, y la resistencia supone impedir  la realización de una determinada actuación del funcionario, por parte del sujeto activo.
Mucho se discutió si el personal sanitario del sistema público tiene la condición de funcionario a  efectos penales, de manera que las conductas descritas anteriormente puedan ser castigadas como delito de atentado. Tanto la doctrina como la jurisprudencia aún no es unánime sobre si el personal sanitario debe ser considerado como funcionario público en vía penal,  incluso  la última sentencia del TS del 4 de diciembre de 2007, que considera que las agresiones al personal médico constituye delito de atentado, tiene un voto particular en contra de la mayoría de los magistrados. 
El Ministerio Fiscal, sobre todo, a partir de 2006, tiene una postura clara a favor de considerar al personal sanitario que ejerce una función pública, como funcionario público a efectos penales.
En el año 2006, José María Mena, Fiscal Jefe del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña dicto una instrucción dirigida a todos los fiscales catalanes, ordenando que “endurezcan la protección penal de maestros y médicos tipificando las agresiones como atentado, cuando fueran agredidos en el desempeño de la función pública o como consecuencia directa de ella”.
La instrucción pretende “proteger penalmente a los profesionales que, en el desempeño de su función pública, personifican y garantizan el disfrute efectivo, por todos los ciudadanos, del derecho a la educación y la salud”. 
El Fiscal Mena considera “esenciales las funciones que desempeñan en la sociedad los facultativos y personal de enfermería, basándose en el art 10-1 de la Constitución que establece que el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden público y de la paz social”. Y entre los derechos merecedores de tal respeto merece destacarse el derecho a la salud.
Sigue diciendo que “ las agresiones a estos profesionales significan, además del menoscabo de su integridad física y moral, la perturbación de la función pública que ejercen, cercenando con ello el mandato del artículo 10 de la Constitución y entorpeciendo el efectivo disfrute de los derechos consagrados en los artículos 27 y 43”. “ Por estas razones las agresiones a los profesionales que ejercen las funciones públicas de la sanidad merecen el más severo reproche jurídico-penal, en defensa de los bienes jurídicos, no solo individuales sino también colectivos, de esencial importancia constitucional”. 

En esta instrucción se citan varias sentencias, como la del TS de 20 de mayo de 1993, que se basa en otra de 15 de Noviembre de 1973, que estiman que un médico de la seguridad social, así como los enfermeros son funcionarios públicos, a los efectos de la protección penal.
Pocos días después el Fiscal Jefe del Tribunal Superior de Justicia de Galicia dicta la instrucción interna nº 1 de 2006, que incide en los mismos argumentos y cita, entre otras sentencias, la de la Audiencia Provincial de las Islas Baleares, de 12 de enero de 2006, que considera atentado la agresión realizada a un funcionario médico de la seguridad social por negarse motivadamente a expedir en favor del agresor determinadas recetas para adquisición de medicamentos.
Termina la circular, diciendo que “en consecuencia de los argumentos expuestos anteriormente y de la jurisprudencia citada, los señores y señoras fiscales de la Comunidad Autónoma de Galicia acusaran también por atentados las agresiones al personal sanitario que se encuentre desempeñando su función pública”.
En el mismo sentido el Fiscal Jefe de Baleares que se expresa en el sentido de “reprimir con la máxima contundencia todo tipo de agresiones al personal médico, calificándolas de atentado”. 

En Asturias, considerando que “las agresiones estaban hasta ahora saliendo muy baratas, nos dice que se entienden incluidos en esta especial protección penal los médicos de la seguridad social y los supuestos asimilados”.

Valencia, Extremadura, Canarias y otras comunidades autónomas continuaron expresándose en el mismo sentido.

De todas formas hay que apuntar que aún no es unánime esta postura en todos los Tribunales, pero los que son reacios a considerar que los médicos y demás personal sanitario de la sanidad pública no tienen la condición de funcionarios e efectos penales, tendrán que ir cambiando su postura después de la importantísima sentencia del TS 1030/ 2007 de 4 de diciembre de 2007 que declara haber lugar al recurso de casación por infracción de ley interpuesto por el Ministerio Fiscal contra la sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Gerona que no condenaba por atentado la agresión de un paciente contra un odontólogo del Centro de Asistencia primaria de Can Gibert del Pla.
El TS condena tanto por el delito de lesiones   como por un delito de atentado, la agresión de que fue victima este médico.
La sentencia para llegar a la conclusión de que el personal sanitario es funcionario público a los efectos de protección penal, estudia cual es el bien jurídico protegido en el delito de atentado, considerando que “ya no es el principio de autoridad sino el orden público, entendido como aquella situación que permite el ejercicio pacífico de los derechos y libertades públicas y el correcto funcionamiento de las instituciones y organismos públicos, en beneficio de intereses que superan los meramente individuales. También analiza el contenido del art. 24 del CP sobre el concepto de funcionario público diciendo que el contenido de este artículo, según el cual “se considerará funcionario público a todo el que por disposición inmediata de la ley, por elección, o por nombramiento de la autoridad competente participe en el ejercicio de funciones públicas” es un concepto aplicable a efectos penales como se desprende de la propia redacción.
La condición de funcionario se le reconoce al personal sanitario en la doble vertiente de ser responsables de los delitos cometidos por  funcionarios y como sujetos pasivos de los delitos cometidos contra ellos.
También analiza esta sentencia el concepto de función pública, entendiéndola como las actividades de la administración sujetas al derecho público, teniendo en cuenta las finalidades con las que se ejecuta la actividad, y recoge otras sentencias como la del TS de  20 de mayo 1993, confirmando una condena por atentado, al considerar funcionario público a un médico de la seguridad social, argumentando “que la actividad funcionarial pública debe referirse a ejercitar alguna actividad que por su carácter social y trascendencia colectiva está encomendada al Estado, Provincia, Municipio o Entes Públicos dependientes más o menos directamente de los mismos, y no puede dudarse de tal cualidad a los Servicios de la Seguridad Social, o a su correlativo si se halla transferido a una Comunidad Autónoma, vinculados a la Administración pública”. 

También las sentencias de 15-6-79 y 7-4-81 declararon que los farmacéuticos, médicos y enfermeras son funcionarios públicos cuando por disposición legal se incorporan a la prestación de un servicio social a cargo del Estado.
Como decíamos anteriormente esta sentencia tiene un voto particular disconforme con la mayoría, que comienza diciendo” la razón de mi discrepancia no radica en la condición de funcionario público del médico de la seguridad social que fue objeto de una agresión injustificada y que el tribunal de instancia subsumió en el delito de lesiones. Tampoco, respeto a las consideraciones que en la sentencia de la mayoría se realizan sobre la importancia de la sanidad y su relación con la función pública. Mi discrepancia se concreta en la aplicación, a los hechos declarados probados, del tipo penal del atentado pues entiendo que des el ámbito de aplicación de lanorma, art. 550 del Códifo Penal, los hechos caen fuera de ese tipo penal al no resultar afectado el bien jurídico objeto de la protección de la norma”.
Este voto particular, después de analizar con gran profundidad jurídica cual es el bien jurídico protegido en el delito de atentado, sigue diciendo: “La actividad protegida por el tipo penal no comprende toda la actividad prestacional del Estado, sino aquellas funciones, desarrolladas por funcionarios que inciden en la libertad de los ciudadanos, asegurando el normal funcionamiento de los valores democráticos y el correcto ejercicio, por todos, de los derechos fundamentales. Entre esas funciones ha de incluirse las desarrolladas por funcionarios de policía, los integrantes del poder judicial, los que ejercen funciones de inspección y control en distintas áreas, entre los que cabe incluir a los funcionarios de la seguridad social en cuanto impongan restricciones u ordenen la observancia de normas de seguridad o de sanidad. Quedaría excluida de la tipificación en el delito de atentado, y su punición correspondería, en su caso, a los tipos penales de lesiones o contra la libertad, aquellas conductas de acometimiento al funcionario por actos, propios de la función pública, pero desconectados del orden público, como la respuesta agresiva a un funcionario público por un acto médico.”
Y termina pronunciándose ”que la agresión al médico de la seguridad social producida en respuesta a un acto médico no debe ser tipificado como atentado y sí en las lesiones, desestimando la impugnación del Ministerio Fiscal”
Habrá que esperar nuevas sentencias de los Juzgados de lo Penal, de las Audiencias provinciales y fundamentalmente del TS, para que se consolide la doctrina de que las agresiones al personal sanitario público son constitutivas de un delito de atentado, sin perjuicio de la aplicación del tipo delictivo que corresponda por la agresión. Hace unos días el Juzgado de lo Penal de Santiago de Compostela nº 1 condenaba a una madre que agredió al director de un centro educativo por un falta de lesiones y un delito de atentado, considerando a éste funcionario público a efectos penales, por lo que le impuso la pena de 1000 € de multa por la falta de lesiones y un año de prisión por el delito de atentado. Personal educativo y personal sanitario tienen el mismo tratamiento penal a estos efectos.  
Todo lo dicho hasta ahora fue referido al personal sanitario del sistema público de salud, por tanto no es aplicable al personal sanitario privado. Sigue cometiéndose el delito en que consista la agresión, falta o delito de lesiones, amenazas etc, pero nunca de atentado por no tener la consideración de funcionario público que ejerce una función pública. Podría darse el caso de que la agresión se produjese en  una clínica o consulta privada de un médico que fuese al mismo tiempo funcionario de la sanidad pública. Tampoco tendría este plus de protección penal por estar ejerciendo en ese momento una actividad privada.
Esta especial protección penal del personal sanitario que se va consolidando no va a tener la virtualidad de ser un escudo protector contra cualquier tipo de agresión, ni tampoco van a desaparecer por el miedo a un reproche penal más intenso, porque, a pesar de que todo ciudadano sabe que la agresión a un agente de la autoridad constituye un delito de atentado,  hay miles de casos de atentados a agentes de la autoridad, llámese Guardia Civil, Policía Nacional, Policías autonómicas o Locales. Y estos agentes de la autoridad tienen como elementos disuasorios, el uniforme, el arma de fuego que corresponda o la simple porra. Sin embargo siguen siendo agredidos continuamente. 
Me consta que la administración pública y los colegios médicos llevan tiempo   estudiando medidas preventivas o disuasorias de las agresiones, dando más seguridad al personal médico que ejerce la función pública.  Medidas que ustedes conocen mejor que yo y que no me compete estudiar.

Ni como medida preventiva ni como medida disuasoria, pero como medida de auto protección con motivo de una agresión existe hoy en el mercado, específicamente, para el personal sanitario tanto público como privado un seguro que garantiza, en todo caso, unas indemnizaciones motivadas por los daños corporales y materiales que sufra la victima así como la defensa jurídica del mismo ante los tribunales. Creo que  un buen seguro  ayudará a paliar situaciones de  insolvencia del agresor, haciendo más llevadero el pequeño o gran problema a que se enfrenta el profesional que ejerce la importante profesión de la medicina, pues no se puede descartar que la agresión tenga un resultado de muerte, invalidez o, lo más frecuente, una incapacidad temporal.
Por los datos que tengo AMA, atenta siempre al personal sanitario, ofrece un seguro que cumple con las anteriores premisas y que abarca de forma global la ayuda que toda victima de un delito, tanto por los daños corporales como los materiales y lo que es muy importante, la protección jurídica.
 Por otra parte, estoy totalmente convencido que  el propio médico es el que mejor puede conocer el peligro que supone, en un determinado momento, la actitud de  un paciente o de sus familiares, para adoptar todas aquellas medidas de autoprotección que considere necesarias para evitar una agresión.
Yo personalmente les deseo que nunca, o las menos veces posibles, tengan que acudir a un juzgado como victimas de una agresión que estoy, completamente seguro, nunca fueron ni serán acreedores.

Gracias.   

